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2.1.4. Vulnerabilidad 
económica y social
2.1.4.1. Introducción 

En el Informe Anual 2023 que esta Defensoría elevó al Parlamento de Andalucía,  se hacía referencia a 
los conceptos de personas vulneradas y vulnerables, en función del estado de desamparo e indefensión 
en el que se encuentran en un momento determinado. Así, en muchos de los informes que analizan la 
pobreza en España y en Andalucía se constata cómo se cronifica la situación de quienes se encuen-
tran ya excluidas, elevándose también el número de personas en riesgo de exclusión. En ocasiones 
provocado por la ineficacia de las políticas públicas destinadas a paliar las circunstancias que causan 
estos desequilibrios. 

A final de 2024 se presentaba el XIV Informe denominado “El Estado de la Pobreza. Seguimiento de los 
Indicadores de la Agenda 2030. 2015-2023”. Un informe elaborado por la Red Andaluza de Lucha Contra 
la Pobreza y la Exclusión Social (EAPN-A), una organización comprometida con la erradicación de la 
pobreza y la exclusión social, que apuesta por el cambio de las políticas públicas. 

Aportan datos que, según exponen, se han construido a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida pu-
blicada a finales de febrero de 2024 y que recogen tanto la tasa Arope como sus diferentes componentes. 

Es obligado un leve repaso de algunos de los indicadores recogidos en el mencionado informe, que 
inicia su análisis exponiendo que “Como en años anteriores, Andalucía registra unas tasas elevadas de 
riesgo de pobreza y/o exclusión social, siempre superiores a las medias a nivel nacional, lo que la lleva 
a ocupar el puesto más elevado de todas las comunidades autónomas en cuatro de los cinco princi-
pales indicadores de pobreza y exclusión: Arope, tasa de riesgo de pobreza, pobreza severa y carencia 
material y social severa”.

Así, en 2023 el 37,5% de la población de Andalucía está en riesgo de pobreza y/o exclusión social, afectando 
a unos 3,2 millones de personas. Y es que a pesar de que este porcentaje se ha reducido desde 2015, se 
refleja en el informe cómo no ha sido “suficiente para cumplir con la contribución que debe realizar 
Andalucía para conseguir los objetivos marcados por la Agenda 2030, que consistían en reducir a la 
mitad la tasa AROPE”, debiendo haber salido del riesgo de pobreza y/o exclusión social 540.000 personas. 

Los datos también reflejan que la mayor tasa AROPE sigue estando vinculada a las mujeres. La deno-
minada “pobreza en femenino”, está alimentada por indicadores como un mayor nivel de paro en este 
sector de población, la brecha salarial, la inactividad y la interrupción forzosa de carreras académicas o 
profesionales o la mayor dedicación al trabajo no remunerado en el hogar, que provoca menor tiempo 
invertido en otra serie de aspectos que pudieran mejorar su formación y, por tanto, su situación laboral.

El acceso a la vivienda y a los suministros básicos es otro de los factores que inciden en las tasas 
de pobreza. 

Así los lanzamientos, aunque sostenidos por las políticas estatales que protegen a las familias más vul-
nerables, siguen teniendo una incidencia muy significativa en aquellas personas que se ven amenazadas 
de manera permanente por la pérdida del hogar familiar, sin posibilidad de alquilar otra vivienda por la 
carencia de recursos económicos. 
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Situaciones que inciden en la saturación de los Servicios Sociales Comunitarios de cada municipio, 
que ante la deficiente conformación de estos equipos y los escasos recursos de los que disponen para pa-
liar estas situaciones, muchos se encuentran superados por las necesidades que demanda la población. 

Tras los indicadores antes expuestos se encuentran personas que pertenecen a grupos vulnerables 
como pueden ser la población migrante, buena parte de quienes integran el pueblo gitano, o personas 
privadas de libertad que proceden de familias pobres o en riesgo de estarlo.

Realidades que son aún más graves cuando nos referimos a quienes residen en los núcleos chabolistas 
de población migrante, que como venimos poniendo de manifiesto en anteriores informes anuales, ven 
pasar los años sin que se les ofrezcan soluciones adecuadas a sus necesidades, o a quienes no tienen 
un hogar donde residir, encontrándose en situación de calle, especialmente en las ciudades de mayor 
población.

Pero también es importante reseñar que en este año 2024, siguen siendo significativas las situaciones 
en las que grupos de personas ven tambalearse sus economías ante las dilaciones en resolver las 
ayudas al alquiler o pierden expectativas de derechos cuando su reconocimiento de la discapacidad no 
se realiza en el plazo estipulado. 

Situaciones que ponen de manifiesto las dificultades para la consecución de los objetivos y propósitos de 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, cuya principal meta está en acabar en los 5 años siguientes 
con la pobreza a través de un desarrollo sostenible. 

Es por ello, que se impone que quienes tienen responsabilidad pública en las políticas que in-
ciden en la consecución de estos objetivos trabajen conforme a los principios rectores de una 
buena administración, poniendo a las personas en el centro de su atención, ponderando todos 
los elementos necesarios para favorecer su inclusión en la sociedad y resolviendo sin dilaciones 
las pretensiones de la ciudadanía, especialmente aquellos expedientes relacionados con recursos 
públicos que favorecen la inclusión. 

2.1.4.2. Análisis de las quejas 
admitidas a trámite

Como en el informe anterior, procedemos a dar cuenta de las distintas casuísticas trasladadas a esta 
Defensoría, agrupando aquellas que se refieren a personas cuyos derechos consideramos han podido 
ser ya vulnerados, y por otro lado, de las situaciones que conllevan un riesgo de exclusión. 

2.1.4.2.1. Personas vulneradas (en 
exclusión)

Son muchas las quejas que se siguen recibiendo referidas a personas que se encuentran en una situación 
económica muy precaria que les impide acceder a necesidades imprescindibles para el ser humano, 
como la vivienda, o para poder pagar los suministro básicos, principalmente la electricidad. 

Y año tras año, esta Defensoría sigue exponiendo ante el Parlamento que un número muy importante 
de familias se encuentran inmersas en una pobreza cronificada y estructural.

Y también seguimos hablando de que en nuestras ciudades, modernas y cada vez más conectadas, 
sigue existiendo una pobreza relativa, dado que en esos mismos núcleos urbanos encontramos 
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